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introducción

En agosto de 2020, La Fundación Ideas para la Paz (FIP) y la 

Friedrich-Ebert-Stiftung en Colombia (FESCOL), con el apoyo técnico de la 

Folke Bernadotte Academy-FBA1, convocamos a un grupo de expertos con 

los que analizamos la situación de crisis que en ese momento vivía la Fuerza 

Pública, e identificamos la necesidad de hacer un análisis reposado sobre la 

eficacia de los diversos mecanismos de control.

Nos unió la preocupación por los continuos escándalos de corrupción que 

venían de tiempo atrás, exacerbados por los abusos en el manejo del Paro Na-

cional de noviembre del 2019, que se agravaron luego con la respuesta policial 

a las protestas del 9 y 10 de septiembre de 2020 y las impactantes imágenes 

y testimonios que le dieron la vuelta al mundo. Por si fuera poco, en el Ejér-

cito —que estaba en medio de graves cuestionamientos por espionaje ilegal, 

corrupción y violaciones a los derechos humanos— se sumó el atroz escándalo 

de abusos sexuales a menores de edad y, en especial, el caso de la violación 

de una niña de la comunidad indígena Emberá por siete soldados que se de-

clararon culpables.

Estos hechos generaron profundos cuestionamientos hacia la Fuerza Pú-

blica por parte de diversos sectores de la sociedad. Todo ello en medio de 

situaciones de polarización en las que una parte de la ciudadanía exigía refor-

mas de fondo —y hasta refundar el cuerpo policial—, mientras que el Gobierno 

y otra parte de la sociedad decidieron rodear a la Policía y apoyar el proceso 

de transformación interna que había iniciado. La situación fue tan grave que 

incluso el Ministro de Defensa de turno se cayó.

De manera simultánea fue creciendo un problema de desconfianza y fal-

ta de legitimidad que acumuló reclamos relacionados con corrupción, viola-

ciones a los derechos humanos, ineficacia en la pres-

tación del servicio, abusos de la fuerza y deficiencias 

en el liderazgo civil denunciados durante las protestas. 

Las encuestas a nivel nacional de Invamer-Gallup y de 

la Cámara de Comercio de Bogotá, mostraron cómo la 

favorabilidad de la Policía caía desde el 2014, llegando a 

niveles realmente bajos: 43% en agosto de 2019 y 39% 

en el mismo mes de 2020.

1	 Desde	agosto	de	2020,	la	Fundación	Ideas	para	la	Paz	(FIP)	y	la	Friedrich-Ebert-Stiftung	
en	Colombia	(FESCOL),	con	el	apoyo	de	la	Embajada	Sueca-FBA,	tuvieron	la	iniciativa	de	
conformar	 un	 grupo	 de	 trabajo	 que	 analizara	 la	 situación	 de	 la	 fuerza	 pública,	 con	 el	
objetivo	de	comprender	por	qué,	a	pesar	de	los	múltiples	cuestionamientos	y	escándalos,	
ha	sido	tan	difícil	impulsar	reformas	significativas,	centrado	en	el	análisis	del	liderazgo	
y	control	civil.	

durante el análisis 
encontramos una 

serie de desbalances 
estructurales que 

bloquean el ejercicio 
del liderazgo, 

supervisión y control 
civil y, con él, los 

intentos de reformas
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En este contexto quisimos entender por qué, a pesar de que existen diver-

sas instituciones con responsabilidades en materia de supervisión y control 

sobre la Fuerza Pública, los escándalos y los abusos no paran, con consecuen-

cias muy graves para la estabilidad y la democracia del país. Nuestro deseo 

fue comprender el funcionamiento de los mecanismos que se ejercen desde el 

Ejecutivo a través del Ministerio de Defensa, del Interior y de Justica; el control 

político que se practica desde el Congreso de la República; los controles de la 

Contraloría General de la Nación y la Procuraduría General de la República; la 

manera cómo se ejerce el control disciplinario dentro de la Fuerza Pública, y las 

condiciones en que se investigan y juzgan a sus miembros que presuntamente 

incurren en delitos (tanto en la Justicia penal ordinaria como en la Justicia pe-

nal Militar y Policial- JPMP). 

Encontramos que el común denominador para la eficacia de estos meca-

nismos es la calidad del liderazgo que se ejerce y, en especial, las condiciones 

en que se realiza el liderazgo y direccionamiento civil desde el Ejecutivo. Este 

liderazgo resulta determinante para el funcionamiento de todo el sistema de 

supervisión y control civil, así como para el desarrollo del compromiso y las ca-

pacidades de las entidades que deben ejercer los controles democráticos con 

el fin de que su actuación contribuya a fortalecer la confianza y credibilidad en 

la Fuerza Pública.

Durante el análisis encontramos una serie de desbalances estructurales que 

bloquean el ejercicio del liderazgo, supervisión y control civil y, con él, los in-

tentos de reformas que promuevan la transparencia, la supervisión externa y el 

fortalecimiento de los controles democráticos que impulsen la construcción de 

confianza y reconstruyan la legitimidad de la Fuerza Pública. 

Este bloqueo explica porque, a pesar de que existen múltiples controles 

formales, no cesan los escándalos de corrupción, ni el abuso de la fuerza en la 

Policía y el Ejército o las evidencias sobre las deficiencias en el liderazgo civil 

de la seguridad. A eso se suma la poca efectividad del sistema judicial, del 

control político del Congreso y de los organismos de control frente a los res-

ponsables de garantizar la seguridad de la ciudadanía. 

Dada la complejidad del tema y los múltiples elementos que era necesario 

examinar, decidimos hacer este análisis mediante un enfoque sistémico. Este 

enfoque aborda el tema con una perspectiva que permite analizar los proble-

mas cambiando el pensamiento lineal y multicausal por comprensiones que 

reconocen diversos escenarios, como el resultado de un tejido complejo de 

interrelaciones. También permite resolver problemas complejos o situaciones 

cambiantes o impredecibles, ante las cuales se han intentado un sinnúmero de 

soluciones sin éxito o se observa un estancamiento que no permite avanzar. 
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En el marco de este enfoque, la FIP y el grupo de expertos empezamos la 

construcción de un mapa sistémico que permitiera comprender las conexio-

nes entre distintas entidades del Gobierno, la Fuerza Pública, organismos de 

control, el Congreso, la sociedad civil, los operadores judiciales, organismos 

internacionales, actores políticos y sociales, así como los valores, creencias y 

situaciones reales y las maneras en las que estos se afectan mutuamente en el 

ejercicio del liderazgo, supervisión y control civil sobre la Fuerza Pública.

A través del mapeo sistémico, articulamos el proceso de diálogo de los 

expertos con representaciones visuales de un sistema específico. Este proceso 

nos permitió tener claridad sobre los retos en materia del análisis, identificar 

los factores y subfactores que facilitan o inhiben una posible transformación 

del sistema, así como los aspectos positivos y negativos que lo influyen. Ade-

más, se realizó el ejercicio de identificar causas y efectos, lo que facilitó la 

comprensión profunda del funcionamiento del sistema. 

De esta manera pudimos comprender que no hay situaciones aisladas, sino 

una profunda interrelación de causa-efecto entre todos los factores sosteni-

da por patrones arraigados. Para encontrarlos analizamos cada factor, cuáles 

eran sus efectos y de qué manera estos vuelven a afectarlo. Así, descubrimos 

una estructura básica —bucle o loop— que representa causas y efectos rela-

cionados entre sí, de manera tal que describen un comportamiento recurrente. 

A final, el mapa sistémico construido por el grupo se veía como lo muestra 

esta imagen: 

conozca el mapa sistémico 
construido por el grupo

https://ideaspaz.org/media/website/Mapa_Seguridad_V7.pdf
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El análisis de la estructura y sus interconexiones permitió identificar los po-

sibles puntos de apalancamiento sobre los cuales se lograron construir algunas 

propuestas que produzcan impactos en diversos factores. 

Este documento presenta las principales recomendaciones que se despren-

den producto del análisis sistémico y la referencia a los documentos elabora-

dos por los expertos, los cuales desarrollan propuestas específicas orientadas 

a fortalecer el liderazgo y control civil de la Policía y de las Fuerzas Militares 

en un Estado social de derecho. De igual forma, se presentan algunas ideas 

para transformar la relación y los desbalances entre la sociedad civil, algunas 

instituciones y la Fuerza Pública alrededor de la generación de condiciones 

de seguridad y convivencia, y la protección al ejercicio de los derechos de la 

ciudadanía.

Encontramos también una serie de patrones que se repiten en todos los 

factores, los cuales pueden explicar la complejidad del ejercicio del liderazgo y 

la dificultad para impulsar reformas significativas que permitan cambiar la rela-

ción entre la Policía y las Fuerzas Militares y el resto del Estado y la ciudadanía. 

Este documento tiene dos partes. En la primera, hacemos una explicación 

sucinta de esos patrones; es decir, de las situaciones que se repiten una y otra 

vez en cada uno de los temas que analizamos y que conforman situaciones re-

currentes difíciles de romper. Dichos patrones parecen avanzar y consolidarse 

más rápido de lo que el mismo sistema puede reaccionar y, por eso, identifi-

carlos y comprenderlos permite aclarar y abordar las relaciones y las fuerzas 

que sostienen el sistema tal y como está, así como identificar qué lo puede 

transformar o generar retrocesos. Consideramos que estos son los retos más 

importantes que deben afrontar el Estado y la sociedad a mediano y largo 

plazo para avanzar hacia una supervisión y control democrático y efectivo de 

la Policía y las Fuerzas militares, y recuperar así la legitimidad y la confianza de 

la ciudadanía. 

En la segunda parte, presentamos una infografía que resume las principales 

recomendaciones del grupo de expertos y los enlaces a los documentos com-

pletos para su consulta detallada. Estas ideas y propuestas son una primera 

aproximación que pretende resaltar la importancia del liderazgo civil de la se-

guridad en una democracia, involucrando a las tres ramas del poder público y, 

con ellas, a diversas instituciones cuya acción u omisión contribuyen a arraigar 

las complejidades asociadas a las condiciones de inseguridad y violencia y a 

que la Fuerza Pública enfrente una profunda crisis de legitimidad. No preten-

demos abarcar todas las recomendaciones que pudieran ser necesarias, y las 

que presentamos tampoco están desarrolladas de forma exhaustiva. Por ello, 

remitimos a los documentos originales.



patrones o situaciones 
recurrentes que 
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supervisión y el control 
civil sobre la policía y 
las fuerzas militares
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1. patrones o situaciones recurrentes 
que afectan el sistema de supervisión 
y el control civil sobre la policía y 
las fuerzas militares

capacidad de influencia de la fuerza pública
La capacidad de la Fuerza Pública para mantener el orden le ha otorgado 

una enorme influencia sobre las autoridades civiles responsables de la segu-

ridad. Dicha influencia se asocia con su capacidad para el uso legítimo de la 

fuerza y para disuadir, así como con el ejercicio de la inteligencia frente a los 

fenómenos de violencia y delincuencia a los cuales ni el ejecutivo, el legislativo 

o los jueces han podido dar respuestas suficientes.

falta de independencia de las entidades que deben 
dirigir y controlar 

El rol preponderante de la Fuerza Pública frente a intereses estratégicos en 

materia de seguridad ha generado un terreno en el cual las ramas del poder 

público y los organismos de control actúan con extrema cautela, con el propó-

sito de no desestabilizar o poner en riesgo la respuesta que brinda la Fuerza 

Pública a los fenómenos rutinarios que no atienden otras instituciones o el 

apoyo que necesitan para desarrollar sus funciones.

aumento de autonomía de la fuerza pública
Esto explica parcialmente la independencia y autonomía que ha ganado 

la Fuerza Pública en los últimos años, así como la dificultad para implemen-

tar reformas al sector seguridad o fortalecer controles 

democráticos sobre ella, fenómeno que también se evi-

dencia en otros países de la región.

Sin embargo, este poder no emerge exclusivamente 

de los intereses de la Fuerza Pública; también de insti-

tuciones y entidades que ven en ella una solución efec-

tiva a diversos retos del Estado. De igual forma, amplios 

sectores políticos y ciudadanos la apoyan de manera in-

condicional y consideran que las ramas del poder públi-

co y los organismos de control no deben interferir con 

su autonomía e independencia estratégica y operativa. 

Esto ha contribuido a que funcionarios responsables en 

todos los niveles, así como la ciudadanía, hayan renun-

ciado a ejercer liderazgo, supervisión y control sobre 

los uniformados. 

la capacidad de la 
fuerza pública para 

mantener el orden le ha 
otorgado una enorme 
influencia sobre las 
autoridades civiles 
responsables de la 

seguridad
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debilitamiento de los controles democráticos
Esta situación contribuye a que la Fuerza Pública incremente su influencia 

sobre las instituciones civiles. Eso, a su vez, aumenta el riesgo de su indepen-

dencia y autonomía, lo que debilita la acción de los poderes del Estado, los 

controles democráticos y el liderazgo civil sobre ella. El ejercicio de la supervi-

sión y control civil sobre la Fuerza Pública es uno de los principales elementos 

para la consolidación de un sector de seguridad y defensa ajustado a los prin-

cipios democráticos.

Este debilitamiento del liderazgo civil acentúa la carencia de compromiso y 

decisión política en el ámbito nacional y local para impulsar políticas y medidas 

que promuevan controles democráticos sobre la Fuerza Pública. Por el con-

trario, el liderazgo civil permanece atrapado en una relación transaccional en 

la que los gobiernos dan soluciones efectistas y de corto plazo a los retos de 

inseguridad y violencia, y la Fuerza Pública obtiene independencia, autonomía 

y mantiene su statu quo. 

Es necesario que el Estado y la sociedad civil aborden los cambios de fondo 

requeridos para que el sector de defensa y seguridad se adapte a las nuevas 

realidades del país, y responda a las expectativas de una sociedad dinámica 

que espera servicios y atención de calidad por parte del Estado. El rediseño 

del sector defensa y seguridad debe responder a un modelo de seguridad 

definido, que supere las lógicas del conflicto armado y avance hacia la estabi-

lización y normalización de los territorios, priorizando la seguridad ciudadana 

y poniendo al ciudadano en el centro del esfuerzo institucional. Esto le permi-

tirá a la Fuerza Pública contar con las capacidades que necesita en el actual 

contexto, así como el involucramiento efectivo de entidades de otros sectores 

que deben contribuir a generar condiciones de seguridad ciudadana y, en pa-

ralelo, contar con los controles democráticos para garantizar los límites de su 

actuación y la transparencia que contribuya a reconstruir su legitimidad y la 

confianza de la ciudadanía. 

Son muchos los asuntos que requieren mayor claridad o redefinición. Entre 

ellos están la ubicación institucional de la Policía Nacional; la autoridad o ins-

tancia que debe ejercer el liderazgo de la seguridad ciudadana y que cuente 

con la capacidad de articular diversos niveles e instancias estatales; establecer 

mecanismos específicos para el control de la corrupción en la Fuerza Pública, 

así como priorizar y adoptar políticas de transparencia en ella; la supervisión 

independiente y objetiva de la Policía; una mayor claridad en los roles de la 

Fuerza Pública; los ajustes a la justicia penal militar en relación con la Policía; la 

venta y control efectivo de las armas, y las asimetrías en materia de seguridad 

entre el nivel nacional regional y local, entre algunos aspectos que en el día a 

día generan cuestionamientos y dificultades en la gestión de la seguridad.
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Además, el debilitamiento del liderazgo civil obstaculiza las condiciones 

institucionales para que la justicia y los organismos de control ejerzan contro-

les efectivos a la Fuerza Pública, se aclaren las competencias, se definan las 

jurisdicciones, se disminuyan las brechas en las capacidades de investigación 

en todos los niveles y se definan marcos legales y protocolos. También limita el 

fortalecimiento de capacidades técnicas y operativas en la justicia y los orga-

nismos de control para el fortalecimiento de la integridad, la transparencia, la 

auditabilidad y la sanción de las irregularidades cometidas.

Por último, las omisiones sistemáticas por parte de los gobiernos de turno 

de abordar una reforma al sector defensa y seguridad, fortalecen una relación 

basada en intereses y en el intercambio de favores entre los funcionarios de 

todos los niveles y la Fuerza Pública. Eso menoscaba la legitimidad del Estado 

y el liderazgo civil, y envía un mensaje ambiguo a la ciudadanía en el que que-

da en evidencia la incapacidad del poder civil para controlar y dirigir la Fuerza 

Pública, así como de prevenir y castigar sus abusos.

desconfianza entre la sociedad, la autoridad civil y 
la fuerza pública 

Más allá de la relación transaccional entre la Fuerza Pública y la autoridad 

civil, se arraiga una profunda desconfianza: no solo en que las autoridades 

civiles puedan afectar los intereses, la autonomía y el bienestar de la Fuerza 

Pública, sino en que esta le retire el respaldo al Gobierno y se quede sin un 

instrumento que considera de alta efectividad.

Esta desconfianza, que se transmite a todos los ac-

tores, ciudadanos y funcionarios, se expresa en la rela-

ción entre la Fuerza Pública y el Ejecutivo, el Congreso 

y las autoridades judiciales. También se evidencia, de 

manera muy compleja, en la interacción diaria con la 

ciudadanía producto de la regulación del comporta-

miento social que ejercen la Policía y las Fuerzas Mili-

tares según el contexto. La ciudadanía teme al abuso 

de la fuerza, al uso indebido de información, a las ame-

nazas y a las represalias; la Policía, por su parte, tam-

bién enfrenta la violencia de la ciudadanía y el temor 

a incurrir en situaciones que amenacen su carrera. La 

violencia y miedo mutuo son el común denominador en 

esta relación. El temor afecta incluso a quienes deben 

ejercer controles disciplinarios y penales en contra de 

determinadas personas o que afecten la reputación de 

la institución.

las omisiones 
sistemáticas por parte de 
los gobiernos de turno 
de abordar una reforma 

al sector defensa y 
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fuerza pública
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resistencia al cuestionamiento 
Se consolidó la creencia de que la supervisión y el control civil —así como la 

crítica, la autocrítica o cualquier cuestionamiento— constituyen amenazas del 

poder civil o de la sociedad a sus intereses. De allí surge, en parte, la cultura del 

secretismo como un mecanismo de acumulación de poder local y nacional, y 

como una defensa efectiva frente a cualquier cuestionamiento o interferencia 

civil sobre las actuaciones de la Fuerza Pública, la reputación institucional, las 

investigaciones externas y los resultados de sus estrategias o evaluaciones ex-

ternas, entre otras acciones que busquen mayor transparencia o control. 

Este secretismo se expresa en el ocultamiento y la manipulación de infor-

mación, así como en prácticas de encubrimiento, represalias a quien denuncia 

o colabore en investigaciones y en una falta de incentivos para la transparen-

cia, la denuncia y la investigación objetiva.

Las anteriores consideraciones no cubren el amplio espectro de retos que 

implica el liderazgo y control democrático de la Policía y las Fuerzas Militares. 

Sin embargo, dejan ver la necesidad de una reorientación del liderazgo y con-

trol civil que fomente estándares éticos y técnicos, garantice que los servido-

res públicos comprendan los retos de la seguridad y tengan la capacidad de 

impulsar soluciones elaboradas que protejan a la ciudadanía y la seguridad de 

la nación, y una estructura y cultura organizacional democrática y transparen-

te sustentada en una cultura de la legalidad y el imperio de la ley que contribu-

ya a la materialización del Estado social de derecho y del sistema democrático 

de control civil sobre el uso de la fuerza.
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2. factores determinantes para la
efectividad del direccionamiento,
supervisión y control civil de la
fuerza pública. siete recomendaciones

A continuación, presentamos un resumen de las principales recomendacio-

nes para fortalecer el liderazgo, supervisión y control civil sobre la seguridad 

y la Fuerza Pública que surgen del grupo de trabajo FIP, FESCOL y FBA. Las 

recomendaciones 1, 2 y 3 se dirigen a las Fuerza Militares y la Policía Nacional, 

mientras que las 4, 5, 6 y 7 lo hacen exclusivamente a la Policía Nacional. Cada 

recomendación remite al documento original para una consulta más detallada.

01.
la seguridad requiere de un liderazgo civil 
competente e independiente que restablezca 
la legitimidad

Los procesos de reforma o transformación de la Fuerza Pública, requieren 

de una estructura y cultura organizacional democrática y transparente. Los 

que se desarrollan en la actualidad se enfocan más en ajustes internos, que 

buscan fortalecer su estructura organizacional y su efectividad, pero que se 

quedan cortos frente a la interdependencia requerida entre las Fuerzas Milita-

res, la Policía, el resto de la institucionalidad y la comunidad, así como en una 

transformación de la relación con la ciudadanía que logre restablecer la legi-

timidad. La restauración de la confianza y el reconocimiento de la legitimidad 

por parte de la ciudadanía debe ser un propósito guía 

en los esfuerzos de transformación de la Fuerza Públi-

ca. Ningún resultado en materia de transformación, mo-

dernización o reforma será efectivo si la sociedad no 

confía en ella, ni legitima el uso de la fuerza que ejerce.

Los civiles tienen un rol fundamental y no pueden 

limitarse a una participación burocrática y mecánica en 

las posiciones de responsabilidad política. Por un lado, 

es necesario que ejerzan direccionamiento, supervisión 

y control desde una visión democrática y con criterios 

técnicos; por otro, su liderazgo debe contribuir a que la 

Fuerza Pública y la sociedad reconstruyan mutuamente 

la confianza y el respeto, se restablezca la conexión con 

la ciudadanía y se reconozca la legitimidad del Estado y 

su Fuerza Pública. 

la restauración de 
la confianza y el 

reconocimiento de la 
legitimidad por parte 
de la ciudadanía debe 
ser un propósito guía 
en los esfuerzos de 

transformación de la 
fuerza pública

https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2039
https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2039
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18248.pdf
https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2039
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Eso implica un trabajo en distintos niveles: 

• Desde el Ejecutivo: Un direccionamiento estratégico fundamentado en 

una visión clara de la seguridad, con un discurso transparente y motiva-

dor, políticas y estrategias realizables y oportunas, equipos preparados 

con capacidades de implementación y que proporcionen direcciona-

miento técnico, y métodos de trabajo predecibles, replicables y monito-

reables que impulsen la transparencia. A nivel local se requieren alcaldes 

y gobernadores capacitados y con recursos, inspecciones de Policía, 

personerías y comisarías de familia fortalecidas y con sistemas de apoyo.

• Desde el Congreso: El ejercicio de un control político efectivo que an-

teponga los intereses y las necesidades de seguridad y la ciudadanía 

sobre los intereses y compromisos políticos, debates sobre temas es-

tratégicos y centrados en la protección de la ciudadanía, y máxima dili-

gencia en las decisiones de ascenso de los Generales.

• Desde el control disciplinario y la investigación judicial: Procesos 

efectivos de investigación y sanción disciplinaria, que atiendan las de-

nuncias ciudadanas de manera oportuna y transparente, así como una 

justicia ordinaria eficiente e independiente, sensible a las víctimas, y 

una Justicia Penal Militar transparente y eficaz. 

• Desde los organismos de control: Investigaciones profundas, desarro-

lladas con capacidades técnicas y sanciones ejemplares, y una comu-

nicación hacia la ciudadanía que genere confianza sobre la efectividad 

de los controles.

Está dispersión en las tres ramas del poder público y organismos de con-

trol presenta ventajas por el balance de pesos y contrapesos, y también ge-

nera retos a la hora de enfocar los esfuerzos, desde sus respectivas misiona-

lidades, hacia el restablecimiento de la legitimidad y confianza ciudadana en 

la Fuerza Pública.

Uno de los principales retos del ejecutivo es lograr mayor claridad institu-

cional en materia de seguridad, con el fin de que la gestión de la seguridad 

ciudadana y la relación de los alcaldes con la Fuerza Pública sea más efectiva. 
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Algunos ejemplos, no exhaustivos, son los siguientes:

• ¿Quién es el responsable de direccionar de manera integral la segu-

ridad ciudadana y los temas asociados a la participación de diversas 

entidades? Actualmente, gobernadores y alcaldes lideran algunos as-

pectos de seguridad ciudadana local; Mindefensa y Minjusticia lideran 

otros, como estrategias policiales y drogas; y temas como minería y 

medio ambiente deben ser direccionados por los respectivos ministe-

rios, sin una coordinación unificada. 

• El direccionamiento de la Policía en el nivel local suele generar coli-

siones entre las directrices del nivel central de la Policía y las com-

petencias de los alcaldes y gobernadores. Esto genera confusiones 

y tensiones a la hora de diseñar e implementar estrategias, facilitar la 

articulación, liderar el manejo de las situaciones de orden público, así 

como monitorear y evaluar, lo cual es frecuentemente percibido por la 

comunidad y afecta la confianza y efectividad de la gestión.

• ¿Cómo debe regularse la relación entre autoridades militares y las 

territoriales? ¿Estas últimas deben conocer las operaciones militares? 

¿Ser informadas? ¿Consultadas? ¿Excluidas? ¿Cómo se maneja el con-

flicto de intereses entre las actuaciones militares y las intervenciones 

de los alcaldes y gobernadores? 

• ¿Quién impulsa la política pública? La tradición 

reciente indicaba que la Consejería de Seguridad 

tenía esta responsabilidad. Sin embargo, en este 

Gobierno fue particularmente confuso porque se 

dispersó el liderazgo y la responsabilidad entre va-

rias Consejerías, creando confusión e inoperancia 

para su implementación. Esta dispersión y falta de 

claridad institucional ha contribuido a que las polí-

ticas se queden sin implementar y los mandatarios 

locales sin dirección ni apoyo, cediendo el lideraz-

go de la seguridad a la Fuerza Pública. Esto pro-

fundiza un contexto asimétrico en materia política 

y de capacidades que debilita el liderazgo civil y las 

visiones democráticas de la seguridad.

¿quién es el responsable 
de direccionar de 

manera integral la 
seguridad ciudadana y 

los temas asociados a la 
participación de diversas 

entidades?



abril 2022
siete recomendaciones para desbloquear el direccionamiento, 

supervisión y control civil de la fuerza pública 18

Los ejemplos anteriores nos muestran la necesidad de clarificar y conso-

lidar el liderazgo civil desde el Ejecutivo, con funcionarios preparados en los 

asuntos técnicos, políticos y organizacionales de la seguridad y la Fuerza Pú-

blica. Estos deben ser capaces de articular diferentes actores institucionales, 

así como fortalecer los organismos de control y las capacidades judiciales con 

el fin de generar claridad institucional, objetivos estratégicos definidos e inter-

venciones amplias e integrales.

Las reformas a la Fuerza Pública y a la arquitectura institucional de la segu-

ridad requieren debates amplios e incluyentes. Es necesario generar amplios 

consensos políticos que den legitimidad a las iniciativas, así como un análisis 

profundo del contexto legal, operativo, organizacional y misional de las institu-

ciones que proporcione un marco para responder a la complejidad de los retos 

de seguridad y su sostenibilidad nacional y local. El complemento y contrapeso 

de este esfuerzo es, necesariamente, el fortalecimiento de los mecanismos de 

control: los operadores judiciales y los organismos de control en el nivel nacio-

nal y local, así como el control político por parte de Congreso de la República.

02.
la persecución penal de los delitos cometidos por 
la fuerza pública debe ser efectiva y contribuir a la 
legitimidad del estado

La ineficacia general de la justicia penal afecta de manera grave la perse-

cución efectiva de los miembros de la Fuerza Pública que incurren en delitos. 

Esto conlleva a que institucionalmente no se prevengan ni se reprochen las 

conductas delictivas de los miembros de la Fuerza Pú-

blica y, por tanto, tampoco se disuadan ni se recriminen 

con la contundencia necesaria. Muchas veces, personas 

que han cometido delitos no son incapacitadas ni san-

cionadas drásticamente, lo cual debilita el control civil 

y democrático sobre la Fuerza Pública, la legitimidad 

del Estado y la confianza en la Policía y las Fuerzas Mi-

litares.

Lo más grave es que impide el goce de los derechos 

y la reparación de las víctimas. Por ello, es necesario 

desarrollar acciones que corrijan esta situación. 

Proponemos las siguientes:

las reformas a la 
fuerza pública y 

a la arquitectura 
institucional de la 

seguridad requieren 
debates amplios e 

incluyentes

https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2104
https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2104
https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2104
https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2104
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fortalecer la jurisdicción penal ordinaria para delitos 

presuntamente cometidos por los miembros de la fuerza pública2

• Aumentar la capacidad estratégica y analítica de la Dirección Nacio-

nal Especializada de Derechos Humanos de la Fiscalía General de la 

Nación para la persecución penal de los casos de mayor gravedad y la 

construcción de casos complejos a partir de la identificación de patro-

nes entre múltiples noticias criminales.

• En las regiones de actividad y operaciones intensivas de la Policía Na-

cional y las Fuerzas Militares, crear o fortalecer unidades de derechos 

humanos en direcciones seccionales de la Fiscalía General de la Nación 

—con capacidad independiente del resto de la dirección correspon-

diente— para abordar los casos en contra de miembros de la Fuerza 

Pública. La clave sería una articulación adecuada con el resto de la 

dirección seccional y con la Dirección Nacional de Derechos Humanos. 

En todo caso, el personal de dicha unidad debe ser independiente de 

los fiscales que trabajan con las fuerzas de tarea conjunta.

• Promover espacios institucionales de diálogo entre judicatura, Fiscalía 

General de la Nación, las Fuerzas Militares y la Policía y oficiales en 

retiro sobre estrategias de judicialización de la Fiscalía General de la 

Nación, con el fin de maximizar la articulación institucional.

• Dirigir la apertura de noticias criminales en caso de 

delito grave o cualquier otro que rompa la relación 

con el servicio de los miembros de la Fuerza Públi-

ca y establecer lineamientos claros que definan los 

casos que corresponden a la justicia ordinaria y que 

no deben ser trasladados a la Justicia Penal Militar, 

así como un mecanismo de verificación. 

• Impulsar un acuerdo entre la Policía Nacional, las 

Fuerzas Militares y la Fiscalía que defina la com-

petencia preferente y la participación inmediata 

de la Fiscalía General de la Nación en los actos de 

investigación urgentes e inmediatos de presuntos 

2	 Para	ampliar	la	información	sobre	esta	propuesta	ver	https://www.ideaspaz.org/publi-
cations/posts/2104
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delitos graves o que rompan la relación con el servicio en que participa 

un miembro de la Fuerza Pública. Acordar un protocolo para zonas 

urbanas, rurales o rurales dispersas para la protección de la escena y la 

identificación de víctimas y testigos. 

• Priorizar en la Fiscalía los delitos por parte de miembros de la Fuerza 

Pública con indicadores de éxito de investigación y judicialización cla-

ros y ambiciosos. 

aclarar y delimitar la competencia de la justicia penal militar y 

policial (jpmp) y asegurar su independencia3

A pesar de que la Corte Constitucional ha establecido las reglas para acla-

rar y delimitar la competencia de la Justicia Penal Militar y Policial (JPMP) e 

impulsar así una mayor eficacia, transparencia e independencia para esta juris-

dicción, el proceso para reformarla está pendiente.

Sin embargo, la justicia ordinaria ya está decidiendo sobre delitos especial-

mente graves, presuntamente cometidos por miembros de la Fuerza Pública 

y ocurridos por fuera del servicio, en los cuales se analizan las condiciones 

operativas en las que se dieron estos casos. No hay evidencia para seguir sos-

teniendo que la justicia ordinaria no comprende el derecho operacional de 

la Fuerza Pública y los comportamientos dentro de operaciones militares o 

policiales. Lo que demuestra la evidencia es que fiscales y jueces están capa-

citados para comprender el derecho operacional, el alcance y los límites de la 

actuación de la Fuerza Pública, y los argumentos de las partes y administrar 

justicia de manera efectiva. 

Por ello, proponemos que: 

• Se sustraiga a la Policía del fuero y de la Justicia Penal Militar y Policial 

dado su carácter civil y no militar, y solo se mantenga de manera ex-

cepcional en el contexto de conflicto armado.

• Ningún acto de violencia —justificado o injustificado— ocurrido duran-

te una protesta social sea asumido originalmente por la justicia militar, 

ya que la principal responsabilidad de la Policía es proteger a la ciu-

dadanía.

3	 Para	ampliar	la	información	sobre	esta	propuesta	ver	https://www.ideaspaz.org/publications/posts/2104
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• En ningún caso la Policía debe estar sujeta al derecho de la guerra. Los 

actos de insubordinación, ataque a un superior o abandono del servi-

cio, deben ser abordados con el reglamento disciplinario.

• La desmilitarización de la Policía conlleva a que sus miembros sean 

juzgados como parte de una autoridad civil. 

Para llevar a cabo estas propuestas, hay dos caminos:

Reforma constitucional
En este nivel se requiere el compromiso político del Gobierno, el Congreso y 

la sociedad para modificar el artículo 221 de la Constitución con el fin de que:

• Las cortes militares solo conozcan de conductas estrictamente 

militares.

• La justicia ordinaria sea competente para asumir todos los deli-

tos de violencia o corrupción. 

• Se excluya a la Policía Nacional del artículo 221 de la Constitu-

ción y los delitos típicamente militares se conviertan en faltas 

disciplinarias (establecer excepciones para los casos de delitos 

no graves en situaciones de combate). 

Reforma legal 
• Aclarar legalmente la competencia de la Justicia Penal Militar y 

Policial y minimizar la variabilidad en la aplicación de estándares 

jurisprudenciales, la cual crea inseguridad jurídica e impide que 

los delitos graves sean investigados y juzgados por una justicia 

penal independiente. 

• Modificar la Ley 1765 de 2015 para que la Unidad Especial de la 

Justicia Penal Militar y Policial sea un órgano independiente de 

la rama ejecutiva, que no esté controlado por la Fuerza Pública. 

• Cumplir el Decreto 1768 de 2020 para que se inicie de inmediato 

la implementación del sistema acusatorio de la JPMP y se garan-

tice que la Fiscalía de la JPMP esté en manos de un funcionario 

experto en persecución penal civil, con experiencia en derecho 

operacional.

• Equilibrar la composición de las cortes militares incluyendo jue-

ces y magistrados civiles, además de los activos y retirados. Esto 

implica reformar la Ley 1765 de 2015 para que se garanticen pa-

neles combinados entre oficiales y civiles. 
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03.
el control político del legislativo sobre 
la fuerza pública debe ser objetivo y efectivo: 
su fortalecimiento es urgente4

La Fuerza Pública, Policía y Fuerzas Militares, desarrollan un cabildeo efec-

tivo ante el Congreso por medio de oficinas de enlace con mayor capacidad 

que las de cualquier otro sector del Estado. Mediante ellas se desarrollan, entre 

otras, relaciones públicas entre congresistas y miembros de la Fuerza Pública, 

se brinda protección a los congresistas, se tramitan sus solicitudes de apoyo, 

se gestionan los intereses del Ministro de Defensa y de los Comandantes de 

fuerza, se impulsan las iniciativas legislativas del Gobierno, se obstruyen las 

que provienen de otros sectores y se ahogan las mociones de censura. 

Esta diversidad de actividades ha consolidado un patrón de relaciones y 

una red de intereses en la que se gestionan apoyos mutuos que han despla-

zado la discusión de los asuntos importantes de seguridad y la preparación y 

especialización de las Unidades Técnicas Legislativas. El Congreso no se inte-

resa seriamente en los asuntos de seguridad y evade discusiones objetivas so-

bre los proyectos de ley, la responsabilidad política de las autoridades civiles, 

los méritos para los ascensos y las trasformaciones profundas que el sector 

requiere para la seguridad y defensa de la Nación. Nor-

malmente, se limita a tramitar las iniciativas del Gobier-

no con contados aportes.

La estabilidad de la democracia requiere fortalecer el 

control político ejercido por el Legislativo sobre la Fuerza 

Pública y las autoridades civiles del sector. Por ello, reco-

mendamos emprender de manera urgente las siguientes 

acciones:

• Aumentar el interés de la mesa directiva del Con-

greso para fortalecer el conocimiento sobre el sec-

tor seguridad y defensa entre parlamentarios y sus 

equipos de apoyo. 

• Brindar capacitación orientada a ampliar el conoci-

miento y a dar contexto sobre la política pública y 

el accionar de la Fuerza Pública. 

4	 Documento	en	progreso.
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• Impulsar mayor acompañamiento y difusión a cargo de profesionales 

expertos en las comisiones segundas y en las de Derechos Humanos, 

Género y Paz, así como para otros funcionarios del Congreso.

• Implementar procesos e infraestructura con el fin de fortalecer la ges-

tión de la información que compromete la seguridad nacional. 

• Asignar recursos por parte de las mesas directivas de Senado y Cáma-

ra de Representantes para fortalecer las herramientas y capacidades 

de la Comisión de Seguimiento a las Actividades de Inteligencia y Con-

trainteligencia. 

• Poner en funcionamiento los protocolos de manejo de información 

dentro del Congreso. 

• Diseñar e implementar protocolos para la clasificación objetiva de la 

información y sus categorías de confidencialidad/secreto.

• Incorporar un sistema de sanciones disciplinarias y, si es el caso, de 

índole penal y política ante infracciones a la reserva y confidencialidad 

por parte de parlamentarios y funcionarios del Congreso. 

• Modificar los patrones de relacionamiento entre el Congreso y el sector 

defensa, diseñando procesos transparentes y auditables que no afec-

ten la independencia de ninguno de los dos. 

• Avanzar en la depuración y desclasificación de archivos de inteligencia 

y contribuir con la información solicitada a las agencias de inteligencia 

por parte de la Comisión de la Verdad, con el fin de esclarecer la verdad 

histórica y de ética pública subyacente.

• Impulsar desde la Fuerza Pública el involucramiento y compromiso de 

la academia y de la sociedad civil con los asuntos de seguridad y defen-

sa, e incorporar una óptica independiente, especializada, innovadora y 

propositiva sobre dichos asuntos.
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04.
las autoridades civiles deben liderar una reforma 
policial que proteja los derechos de la ciudadanía, 
impulse la transparencia y fortalezca el control civil

El reto de reformar a la Policía es más político que técnico. No se trata sola-

mente de mejorar sus procesos internos y fortalecer sus capacidades desde el 

punto de vista organizacional, sino que el esfuerzo debe servir para que la Poli-

cía avance en cambiar la relación que existe con la ciudadanía y las autoridades 

civiles. El foco de la transformación y el énfasis de las estrategias y herramien-

tas de este proceso debe direccionarse, de manera explícita, hacia recuperar la 

confianza de los ciudadanos y construir legitimidad. Nada es más importante 

que este objetivo; para ello, se requiere un discurso sincero y motivador hacia 

adentro y hacia afuera de la institución, que renueve el compromiso de la Poli-

cía con la protección de los ciudadanos y gestos reales de reconocimiento por 

los errores cometidos. 

Las bases para la recuperación de la confianza y el restablecimiento de la 

legitimidad se encuentran en procesos como la apertura a la supervisión civil 

independiente, el acceso y transparencia en los datos así como en las actuacio-

nes policiales, mecanismos de participación ciudadana y una transformación 

cultural de fondo que prevenga la corrupción y el abuso.

Aunque el liderazgo civil juega un papel fundamental en el impulso de 

reformas de esta naturaleza, los gobiernos evaden abordar estos temas. El 

hecho es que no están dispuestos a asumir el riesgo de afectar su relación 

con la Policía, la institución que proporciona resultados operativos, visibles 

y efectistas en materia de control de la delincuencia, 

ni tampoco el desgaste con un sector ciudadano que 

favorece una Policía independiente y autónoma. 

Esta situación pone a la institución en una posición 

que le permite influir sobre el direccionamiento y las de-

cisiones del Ejecutivo que le afectan, así como sobre la 

política pública, el Congreso, los operadores judiciales 

y los organismos de control. Esta misma dinámica se 

repite en la relación entre las Fuerzas Militares y el lide-

razgo civil, con consecuencias similares.
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http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18248.pdf
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Por otro lado, el rol de los civiles en el direccionamiento de la seguridad 

—en todos los niveles— tiende a ser ideologizado y poco competente, pero, 

sobre todo, presenta recurrentes debilidades en materia estratégica, de ejecu-

ción y articulación institucional. 

Es urgente que el alto gobierno y el Congreso asuman el reto político que 

implica una reforma policial de fondo, así como la reubicación institucional de 

la Policía que no solo atañe a esta institución, sino al Estado en su conjunto. 

Se requiere iniciar una discusión institucional que permita prever los asun-

tos constitucionales, legales, presupuestales, de manejo de personal, organi-

zacionales, disciplinarios, judiciales y de interoperabilidad entre fuerzas, así 

como armonizar las responsabilidades y las necesidades de cambio de diver-

sas agencias estatales en materia de seguridad. 

Es indispensable que los cambios se dirijan con criterios técnicos basados 

en evidencia, con equipos humanos preparados y estables con conocimientos 

especializados en esta materia, capaces de cambiar la dinámica actual entre el 

poder civil, la sociedad y la Policía. Se requiere un equipo independiente que 

esté en capacidad de impulsar transformaciones en materia de transparencia, 

control de la corrupción, regulación del uso de la fuerza, rendición de cuentas, 

apertura al control y evaluación externos, formación policial y, finalmente, que li-

dere el cambio cultural requerido para afianzar cualquier propuesta de reforma. 

05.
el rol del alcalde como primera autoridad de policía 
debe ser claro para garantizar coherencia y efectividad

La relación entre alcaldes, gobernadores y Policía Nacional presenta mu-

chos vacíos. Es necesario aclarar cuestiones de carácter normativo, político, 

estratégico y operativo frente a las competencias del nivel nacional y depar-

tamental en materia de seguridad, así como confusiones en la relación entre 

estos actores.

La existencia de zonas grises en estas relaciones afecta la efectividad de la 

gestión de la seguridad, en especial para la dirección de la seguridad y convi-

vencia de los alcaldes en sus territorios. Esto ha generado dinámicas de depen-

dencia, conveniencia y tensión frente a la gestión del día a día de la seguridad.

Aclarar las zonas grises y los desbalances que se generan requiere modi-

ficaciones normativas que toman tiempo; sin embargo, hay acciones de tipo 

gerencial y organizacional que facilitan aclarar los roles, concertar prioridades 

y cumplir los objetivos de la política de seguridad y convivencia. Algunas cla-

ves son las siguientes:
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los alcaldes deben asumir el liderazgo de la política de 

seguridad y convivencia en sus territorios 

Los alcaldes no pueden seguir eludiendo su responsabilidad. Aunque este 

es un riesgo que afecta tanto al alcalde como al comandante, dados los va-

cíos y desbalances en la relación institucional, los alcaldes tienen el potencial 

de equilibrar o desnivelar la balanza. Por eso, deben liderar la política pública 

local, articular las capacidades institucionales y gestionar la seguridad para su 

territorio en el nivel local, regional y nacional.

la selección del comandante debe ser concertada 

Si bien los alcaldes no deciden la designación o el retiro de los coman-

dantes de Policía, este es un contrapeso deseable. Por ello, deberían tener la 

posibilidad de concertar con el mando los perfiles más adecuados para cada 

entidad territorial, así como la necesidad de su retiro en los casos en que sea 

conveniente para la efectividad de su gestión. 

la vocería en materia de resultados de seguridad y en relación 

con el manejo del orden público, debe ser acordada y las 

responsabilidades asumidas

El alcalde y el comandante de Policía deben concertar la comunicación a la 

ciudadanía sobre todos aspectos de seguridad y convivencia; la desconexión 

en esta materia es un factor de inestabilidad en la relación entre ambos acto-

res y confunde a la ciudadanía. Es necesario que haya acuerdos sobre el tono 

y los hechos ante los cuales se pronunciará el alcalde y frente a cuáles lo hará 

el comandante, evitando ambigüedades y desinformación. La Policía debería 

limitarse a pronunciamientos propios de sus operativos, mientras que las co-

municaciones sobre el orden público constituyen el nú-

cleo de la gobernabilidad y, por tanto, de la actuación 

pública y mediática de los alcaldes. 

se requieren procesos de formación conjunta 

alcaldía-policía

El desarrollo de capacidades, la comprensión de di-

ferentes visiones y roles, así como la construcción de 

confianza entre la administración local —alcaldes, secre-

tarios de despacho y asesores estratégicos— y el nivel 

directivo de la Policía municipal o departamental, podría 

desarrollarse mediante procesos de formación y reen-

trenamiento que den la oportunidad de alinear visiones 

y trabajar sobre procesos de implementación conjunta. 

los alcaldes deben 
liderar la política 

pública local, articular 
las capacidades 

institucionales y 
gestionar la seguridad 
para su territorio en el 
nivel local, regional y 

nacional
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Igualmente, los funcionarios podrían tomar parte en algunos de los cursos estra-

tégicos de seguridad que, en conjunto con universidades y otros actores, impar-

te anualmente la Policía Nacional como parte de los ciclos de ascenso. 

revisión del decreto 003 de 2021 con participación ciudadana

Esta norma debe ser sometida a una revisión con participación de organiza-

ciones de la sociedad civil de manera que se encuentren caminos para garanti-

zar los derechos de los manifestantes sin distorsionar el rol de la Policía Nacional. 

Esta norma debe aclarar el rol y las responsabilidades de los alcaldes frente 

al uso del Escuadrón Móvil Antidisturbios en escenarios de movilización so-

cial y alteraciones del orden público. La falta de coordinación entre alcaldes y 

comandantes pone en riesgo los derechos de los manifestantes, la actuación 

policial y la legitimidad de ambas partes. 

06.
para cambiar la relación policía-ciudadano se 
requiere cambiar el modelo de policía

Las condiciones de delincuencia y violencia que ha vivido en país en las 

últimas décadas, determinaron que la organización policial haya priorizado la 

creación de unidades especializadas con capacidad para identificar, intercep-

tar, interrumpir y desmantelar organizaciones criminales nacionales y trans-

nacionales, así como para mantener el orden público. Aunque los resultados 

de la Policía en esta materia son reconocidos, el costo ha sido el descuido y el 

debilitamiento del servicio de vigilancia y la distancia con la ciudadanía, con 

los consecuentes impactos en materia de seguridad ciudadana, percepción de 

seguridad y legitimidad de la Policía.

Con el paso del tiempo —y ante la indiferencia de los sucesivos gobiernos 

y cúpulas policiales— se instaló una dinámica de baja capacidad de la Policía 

para regular el comportamiento ciudadano, la cual privilegia el uso de la coac-

ción y la coerción como mecanismo preferido para imponer el orden, así como 

la imposición de sanciones en detrimento de medidas de protección, preven-

ción y mediación. Este tipo de actuación policial ha sido demandada y premia-

da por los gobiernos y por una buena parte de la sociedad, que equiparan las 

sanciones con la efectividad, traducida en número de comparendos impuestos 

y, hasta hace poco, en número de detenciones. 

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18588.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18588.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18588.pdf
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Esta noción de “efectividad”, sumada a la idea de que solo se refleja en las 

tasas delictivas, disminuye la posibilidad de desarrollar acciones para prevenir 

la delincuencia y acercarse al ciudadano, para lo cual no existen indicadores ni 

compromiso del Gobierno.

Si bien modificar esta relación involucra factores externos a la Policía y al 

ciudadano, presentamos tres recomendaciones que abonan terreno para un 

cambio en el modelo:

• Fortalecimiento de la vigilancia policial. Si bien las demandas de efi-

ciencia impulsan la creación de más grupos especializados para com-

batir el delito, no debe descuidarse el fortalecimiento de la vigilancia 

policial. El legislador y el Gobierno deben garantizar que en sus pro-

yectos y estrategias se priorice la prevención de la delincuencia en el 

ámbito local y nacional, y que se demande a la Policía y a las otras ins-

tituciones involucradas los ajustes que garanticen la protección del ciu-

dadano y un replanteamiento en el trato y contacto con la población.

• Los delitos circunstanciales requieren más atención. Si bien es cierto 

que un gran número de delitos está asociado a las organizaciones cri-

minales, otra importante cantidad tiene que ver con problemas de con-

vivencia sobre los que es necesario mejorar su caracterización, identifi-

cación y atención por parte de la Policía y del sistema judicial.

• Fortalecer la capacidad de agencia comunitaria. Es necesario pro-

mover la capacidad de comunidades y grupos sociales para partici-

par en cuestiones de convivencia y seguridad ciudadana. La sintonía 

con las necesidades de la comunidad exige un es-

fuerzo de los gobiernos nacional y local por com-

prender su realidad y preocupaciones. Esto pue-

de abrir las puertas para que la sociedad vigile la 

conducta policial y se mejore el servicio de policía, 

así como las intervenciones de otros sectores para 

prevenir, disuadir y controlar la delincuencia.

es necesario promover 
la capacidad de 

comunidades y grupos 
sociales para participar 

en cuestiones de 
convivencia y seguridad 

ciudadana
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07.
no son las normas ni los protocolos los que 
garantizan que la policía no abuse de la fuerza: 
es necesario generar incentivos y condiciones 
organizacionales y culturales para que, cuando se 
usa la fuerza, las normas se cumplan

A pesar de la existencia de normas, reglamentos y protocolos orientados 

al uso proporcionado de la fuerza, la prevención de abusos policiales y las 

violaciones a los derechos humanos, se siguen presentando excesos, abusos y 

violaciones por parte de miembros de la Policía que deterioran su legitimidad, 

impactan la cultura organizacional y arraigan comportamientos irregulares. 

Por ello, es necesario crear incentivos y condiciones adecuadas que im-

pulsen al personal a adoptar la decisión de cumplir las reglas establecidas, y 

que estos incentivos sean más fuertes que los orientados a incumplirlas. Esto 

se logra impulsando la discrecionalidad y la autonomía mediante procesos y 

herramientas que los inciten a tomar decisiones ajustadas a la ley.

Lo anterior implica que, en vez de usar de manera prioritaria un modelo de 

mando y control en el que se intensifica la vigilancia y el control disciplinario, 

puede ser más efectivo adoptar un modelo autoregulatorio y de justicia procedi-

mental, donde se incentive a las personas a seguir las reglas con base en motiva-

ciones basadas en valores. Este modelo propicia el cumplimiento de las normas 

no para evitar un castigo, sino porque la gente entiende y cree que es lo co-

rrecto, se identifica con los principios y valores de la organización, y promueve 

el ejercicio de la autoridad de los mandos por medio de procedimientos justos. 

Además, para reducir el abuso en la atención a la protesta social —además 

de prácticas efectivas de entrenamiento, retroalimen-

tación y supervisión— es necesario que los policías se 

sientan bien preparados, comprometidos y satisfechos 

con su trabajo.

Las reformas más efectivas a la Policía son aquellas 

que logran transformar sus actitudes. Esto requiere que 

la organización los prepare adecuadamente, los reco-

nozca y los trate con respeto y justicia, de forma que 

sientan satisfacción y compromiso con su trabajo. Tam-

bién que puedan observar el ejemplo de sus superiores, 

así como su permanente apego a la ley y al respeto y 

promoción de los derechos humanos. 

pese a las normas, 
reglamentos y 

protocolos, se siguen 
presentando excesos, 

abusos y violaciones por 
parte de miembros de la 
policía que deterioran 

su legitimidad

http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
http://library.fes.de/pdf-files/bueros/kolumbien/18486.pdf
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Un policía contento con su trabajo está más dispuesto a cumplir las normas 

y a prestar un mejor servicio a la comunidad de manera autónoma y respon-

sable, así como a ejercer su discrecionalidad apegado a la ley. Esto incrementa 

su empatía frente a la comunidad y le facilitará la relación con los ciudadanos, 

aun en momentos de tensión.

Es recomendable impulsar un modelo autoregulatorio y de justicia proce-

dimental afín a los modelos de manejo de la protesta social que incentivan la 

negociación, el control comunitario y a reducir la necesidad de usar la fuerza. 

Eso facilitará impulsar tácticas más cooperativas que reduzcan la conflictivi-

dad y el riesgo de violencia.

Todo esto requiere del liderazgo y compromiso del mando y de las autori-

dades civiles, así como del Ejecutivo y el Congreso. Es un impulso serio para 

cambiar la cultura institucional y hacer ajustes en los procesos de talento hu-

mano de la institución que permitan transformar positivamente la actitud del 

personal.
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